
Violencia contra las mujeres y las niñas en el 
contexto del confinamiento por la pandemia de 
COVID-19 en México. Estudio cualitativo 

RESUMEN EJECUTIVO DE LOS RESULTADOS
La pandemia de COVID-19 en México 

derivó en una crisis sanitaria que se conjuga 

con otra crisis social: la de la violencia por 

razón de género. Tan solo en marzo de 2020, 

el Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-

cional de Seguridad Pública reportó que 

fueron asesinadas once mujeres al día y que, 

desde que empezaron las medidas de confi- 

namiento social a finales de ese mes, hubo 

un aumento de las llamadas de emergencia 

por violencia de género. Por su parte, la Red 

Nacional de Refugios señaló que, en mayo 

del mismo año, los centros integrados a esta 

red ya operaban entre 80 y 110 por ciento de 

su capacidad (Fernández Nieto, 2020; Cas- 

tellanos, 2020). Sin embargo, las cifras oficiales 

mostraron una disminución de las llamadas 

para ese mes, lo cual resultó un dato que 

debía ser estudiado.

Fotografía: Dzilam Méndez
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INTRODUCCIÓN

La pandemia de COVID-19 en México derivó 
en una crisis sanitaria que se conjuga con 
otra crisis social: la de la violencia por razón 
de género. Tan solo en marzo de 2020,el Secre-
tariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública (SESNSP)  reportó que fueron 
asesinadas once mujeres al día y que, desde 
que empezaron las medidas de confinamiento 
social a finales de ese mes, hubo un aumento 
de las llamadas de emergencia por violencia de 
género (SESNSP, 2020). Por su parte, la Red Na-
cional de Refugios señaló que, en mayo del 
mismo año, los centros integrados a esta red 
ya operaban entre 80 y 110 por ciento de su 
capacidad (Fernández Nieto, 2020; Castellanos, 
2020). Sin embargo, las cifras oficiales 
mostraron una disminución de las llamadas 
para ese mes, lo cual resultó un dato que debía 
ser estudiado, ya que podría estar relacionado 
con dos fenómenos: 1) la disminución relativa 
de la violencia por motivos de género, o 2) el 
subregistro de los datos sobre casos de violen-
cia, debido a decepción o desconfianza de las 
sobrevivientes ante la insuficiente acción gu-
bernamental respecto de sus llamadas de au- 
xilio en este contexto de crisis sanitaria. 

El reporte de ONU MUJERES UNTFEVAW 
Briefing Note on the Impact of COVID-19 on 
violence against women through the lens of 
Civil Society and Women’s Rights Organiza-
tions (Majumdar y Wood, 2020), permite 
tomar como hipótesis el segundo escenario, 
ya que dicho reporte muestra que en todas 
las regiones del mundo la violencia contra 
mujeres y niñas ha aumentado en el contex-
to de la pandemia. 

Por lo anterior, en el marco del Programa 
Global de ONU Mujeres Ciudades y Espacios 
Públicos Seguros para Mujeres y Niñas, se ha 
realizado un esfuerzo conjunto entre ONU 
Mujeres y el Colegio de México para desarro- 
llar un análisis cualitativo que permitiera 
conocer la experiencia, factores de riesgo, 
tipos y modalidades de violencia que viven 
mujeres y niñas a partir del confinamiento por 
la pandemia de COVID-19 en cinco estados de 
la República Mexicana. Lo anterior, con el fin 
de obtener evidencia más profunda que la re-
portada por los datos estadísticos disponibles 
y así poder orientar de manera más específica 
la respuesta social y las acciones políticas 
tales como programas y políticas públicas que 
permitan atender el problema de la violencia 
contra las mujeres durante y después de la 
crisis sanitaria. 

ATENDER EL PROBLEMA 
DE LA VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES 
DURANTE Y DESPUÉS 
DE LA CRISIS SANITARIA
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METODOLOGÍA DEL ESTUDIO

El presente informe es fruto de un estudio 
empírico de naturaleza cualitativa que se 
aplicó en seis grupos de discusión que tuvie-
ron lugar los días 20 y 27 de julio de 2020: 
cinco grupos estuvieron conformados por 
personas de diferentes organizaciones de la 
sociedad civil (OSC) que atienden a mujeres 
víctimas de distintos tipos de violencias en los 
cinco estados donde se ha implementado el 
Programa Ciudades y Espacios Seguros para 
Mujeres y Niñas (Programa Ciudades Seguras) 
de ONU Mujeres: Jalisco, Puebla, Nuevo León, 
Coahuila y la Ciudad de México, y uno por 
funcionarias de distintas instancias guberna-
mentales de los mismos estados. Se contó 
con un total de 38 participantes. 

La situación de confinamiento, que impide 
llevar a cabo trabajo de campo cara a cara, 
fue también un obstáculo para entrevistar 
de manera remota a mujeres víctimas o 
sobrevivientes de violencia, por la dificultad 
que implica, en este contexto, garantizar 
elementos éticos básicos como el anonimato, la 
privacidad y la confidencialidad de la infor-
mación y de este modo evitar poner en riesgo la 
seguridad de las mujeres participantes. Por ello, 
la estrategia metodológica se basó en la cons- 
trucción de datos de manera indirecta, a  
partir de la experiencia, el conocimiento y las 
percepciones de personas de organizaciones 
de la sociedad civil (OSC) y de distintos áreas de 
gobierno que trabajan con esta población. 
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LA MUESTRA

Se realizaron cinco grupos de discusión vía 
remota en los que participaron mujeres que 
pertenecen a organizaciones dedicadas a la 
lucha por los derechos de las mujeres o que 
atienden a mujeres vulnerables en la Ciudad 
de México, Puebla, Jalisco, Nuevo León y 
Coahuila, aprovechando la relación de 
confianza establecida a través de su parti-
cipación previa en el Programa Ciudades 
Seguras de ONU Mujeres en esas entidades 
federativas. 

En un sexto grupo distinto al de las 
organizaciones de la sociedad civil, se 
convocó a participar a personal responsable 
de instituciones y programas que atienden a 
mujeres y niñas víctimas de violencia, como 
centros especializados de atención de casos 
de violencia, centros de justicia para mujeres, 
entre otros, en las entidades mencionadas. 
Este grupo tuvo el propósito de complementar 
la información a partir de la experiencia de 
agentes encargadas de brindar atención 
psicológica, legal y de salud de primer 
contacto a mujeres víctimas y sobrevivientes.  

Con el apoyo de ONU Mujeres México, las 
personas participantes fueron reclutadas 
entre diversas organizaciones con quienes 
dicha entidad colabora y tiene un canal de 
intercambio, como personas de organizaciones 
de atención a víctimas de violencia, de 
acompañamiento jurídico, de defensa de 
derechos sexuales y reproductivos, de refu-
gios, de atención a hombres que quieren dejar 
de ser violentos, entre otras. De este modo, 
se organizó un grupo por cada estado. El 
sexto grupo se conformó por agentes 
institucionales de las cinco entidades 
federativas, principalmente de las áreas 
encargadas de atender la violencia en 
instancias estatales y municipales de las 
mujeres. Esta segmentación permitió tener 
un panorama general de la violencia contra 
las mujeres en el contexto de COVID-19 en 
las ciudades más grandes del país y, en 
algunos casos, también de la situación al 
interior de las entidades federativas 
referidas.

OSC Y AGENTES 
ENCARGADAS DE 
BRINDAR ATENCIÓN 
PSICOLÓGICA, LEGAL Y 
DE SALUD DE PRIMER 
CONTACTO A MUJERES 
VÍCTIMAS Y 
SOBREVIVIENTESPhoto: UN Women/Ploy Phutpheng
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LOS ASPECTOS DE LA INDAGACIÓN
Mediante los grupos de discusión se buscó 
recoger las percepciones y experiencias com-
partidas de las agentes en el contacto y en el 

trabajo con mujeres y niñas de distintos gru-
pos socialmente vulnerables a la violencia de 
género, en torno a tres ejes: 

EXPERIENCIAS Y CONOCIMIENTO DE FORMAS, TIPOS, MODALIDADES 

Y FACTORES DE RIESGO DE VIOLENCIA QUE VIVEN LAS MUJERES DE 

LAS COMUNIDADES DONDE REALIZAN SU TRABAJO. 

EXPERIENCIAS Y CONOCIMIENTOS DE FORMAS DE RESISTENCIA Y 

DEMANDA DE APOYO POR PARTE DE LAS MUJERES DE ESAS 

COMUNIDADES, ASÍ COMO DE LOS RESULTADOS DE DICHAS ACCIONES.   

ESTRATEGIAS DE TRABAJO, CONTACTO, COMUNICACIÓN Y APOYO EN 

EL CONTEXTO DEL CONFINAMIENTO POR LA PANDEMIA DE COVID-19.  

1

2

3
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EL ANÁLISIS
Los hechos y significados narrados en este 
informe se han reconstruido a partir de las 
perspectivas de las personas de la sociedad 
civil y de las y los funcionarios convocados 
para este estudio. Sus experiencias en 
materia de atención reflejan las diversas 
situaciones relacionadas con la violencia de 
género que ha tenido lugar durante la 
pandemia provocada por COVID-19 y las 
diferentes respuestas que han dado tanto 
las OSC como las instituciones guberna-
mentales locales y estatales en el país.

Desde un punto de vista teórico-metodo-
lógico, el grupo de discusión es un dispositivo 
de producción de datos que analiza el in-
tercambio comunicacional y la dinámica de 
interacción grupal que se desarrollan a par-
tir de los temas que introduce la persona 
moderadora, y también sobre aquellos que 
surgen de modo espontáneo. Este tipo de 
interacciones ofrece datos valiosos sobre la 
medida del consenso y la diversidad entre 
las y los participantes (Morgan, 1996). 

El análisis cualitativo consistió en un proce-
dimiento analítico inductivo que permitió la 
identificación de patrones o temas recu-
rrentes al interior de cada grupo y de manera 
transversal a los grupos, según la estrategia 
de la comparación constante (Strauss y 
Corbin, 1990). Este modo de análisis permite 
reconstruir sucesos y significados compar-
tidos por todos los grupos, que podrían 
reflejar una realidad común en los diferentes 
estados de la república. Por otra parte, se 
reconstruyeron algunas situaciones especí-
ficas de cada estado que ejemplifican de 
manera paradigmática ciertos obstáculos 
particulares o prácticas exitosas que pueden 
orientar de manera más concreta la res-
puesta social y las acciones políticas nece-
sarias para atender el problema de la 
violencia contra las mujeres durante y 
después de la crisis sanitaria. Para guardar 
la confidencialidad de las informantes, sus 
nombres fueron modificados.  
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EJE 1: CAMBIOS Y CONTINUIDADES  
EN LAS VIOLENCIAS CONTRA MUJERES Y NIÑAS 
DURANTE LA PANDEMIA DE COVID-19 EN MÉXICO

El primer resultado de la investigación señala 
que los casos de  distintos tipos de violencia 
de género que se ejercieron durante la 
pandemia provocada por COVID-19 han 
aumentado en cuanto a su frecuencia y 
severidad, lo cual quiere decir que la cantidad 
de denuncias y la crueldad de las personas 
agresoras han aumentado en muchos de 
estos casos. En cuanto a la frecuencia, las 
personas entrevistadas sostienen que encon-
traron un aumento de: 

1) el número de llamadas de emergencia, 

2) de las solicitudes de refugio, 

3) del número de órdenes de protección 
otorgadas y

4) del tipo de lesiones que presentan las 
mujeres a quienes atienden. Por su parte, la 
severidad se ve reflejada en el incremento 
de casos de “riesgo feminicida”. 

“Nosotras no damos atención directa 
pero sí canalizamos, y si anteriormente 
atendíamos tres o cuatro personas a la 
semana… pues ahora estamos atendien-
do tres o cuatro al día …Sí se ha incremen-
tado”. (Soledad, OSC, Nuevo León)

Otro dato importante es el aumento de las 
solicitudes de asistencia y de refugio son 
por violencia en el ámbito familiar, especial-
mente física. Como se mencionó anterior-

Fotografía: Ariel Silva
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mente, la violencia aumentó en severidad y 
en riesgo feminicida durante el confinamien-
to.

“Tuvimos que rescatar a mujeres que las 
tenían secuestradas y con cadenas por el 
miedo a que se escaparan por la misma 
violencia, otras ya, así como que la 
cuchillada en el brazo, porque iba directo 
al cuello, casos fuertes…”. (Mayte, OSC, 
Coahuila)”

En cuanto a los tipos y las modalidades de 
violencia contra las mujeres por razón de 
género más comunes durante la pandemia, 
las entrevistadas apuntan que, al igual que 
en el periodo previo a la pandemia, en los 
distintos estados de la república existen 
variaciones en la frecuencia en que se 
presentan. Sin embargo, las y los participantes 
coinciden en señalar un aumento relativo de 
la violencia física, sexual y económica. Un 
ejemplo de este aumento de casos de 
violencia sexual es el relato siguiente:

Pues nosotras tenemos una línea 
telefónica en la cual atendemos a mujeres 
que han decidido ya interrumpir un 
embarazo y sí notamos que las primeras 
tres semanas que estuvimos en 
cuarentena, de dos a tres semanas, hubo 
un incremento exponencial de las lla-
madas y mensajes que recibíamos y, si 
teníamos de dos a cuatro mujeres por 
semana, ahora llegamos a atender hasta 
20 casos por semana, y en su mayoría 
eran mujeres que tenían embarazos 
producto de violencia sexual […]. También 
se trataba de mujeres pequeñas, que 
tienen alrededor de 13-14 años, también 
adolescentes, también por violencia 
sexual.” (Inés, OSC, Puebla).

•••••••

“Hay un incremento importante en el 
abuso sexual en esta etapa de confi-
namiento, y un incremento importante 
que hemos visto es que las mujeres que 
llegan a los refugios están cambiando en 
cuanto a la edad promedio. Anteriormente 
hablábamos de una edad promedio de 
35-45 años, y hoy día estamos dando 
ingreso a mujeres de 19-25 años” (Karla, 
OSC, CDMX).

Respecto a la violencia económica, el con-
texto de confinamiento social generó la 
pérdida de empleos e ingresos económicos 
para las mujeres y, con ello, la posibilidad 
de escapar de la violencia. A lo anterior, se 
debe añadir la sobrecarga de trabajo 
doméstico y de cuidado no remunerado que 
recae principalmente en las mujeres. Los 
testimonios recogidos en campo permitieron 
ver que muchas de ellas se exponían a ser 
acusadas de ser “malas” o “madres 
deficientes” si no lograban cumplir con todas 
esas tareas, aunque sus parejas no cumplieran 
con las suyas. Por otra parte, el confinamiento 
social y la crisis económica han generado un 
sentimiento de frustración en los hombres 
por la falta de ingresos y su consecuente 
incapacidad para proveer a la familia que, 
aunado a las tensiones provocadas por el 
encierro y la poca disposición a involucrarse 
en tareas de cuidado, debido a estereotipos 
de género, llevaron a muchos de ellos a 
abusar del alcohol y de otras sustancias 
adictivas, consumo que se ve facilitado 
cuando se lo asocia con “el tiempo en el que 
no se trabaja”. Estos factores se convierten 
en un cóctel explosivo que puede resultar en 
el incremento de la violencia familiar y de 
pareja en sus distintos tipos, tal y como se 
observa en el siguiente testimonio:
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“Sí ha afectado, porque cuando una 
familia tiene el sustento económico en el 
trabajo del varón y este se separa de la 
familia porque tiene otra familia, 
entonces… generalmente no es una 
separación que involucre compartir 
recursos, es: ‘me voy, y dejo esta familia 
para vivir con esta otra’, dejando en el 
desamparo a la mujer y los hijos, que 
generalmente son más de dos hijos en las 
distintas familias… y entonces la mujer 
ahora tiene que salir adelante por sí 
misma; esa es la situación de muchas 
mujeres. Hay mujeres que sí tienen una 
importante dependencia económica del 
marido y cuando este se va, o cuando 
este, aunque no se vaya, pierde el empleo, 
pues empieza a tener ese tipo de violencia 
económica”. (Beatriz, OSC, Nuevo León). 

 En relación con lo anterior, muchos hombres 
educados en normas tradicionales de género 
buscan en esas mismas normas maneras de 
recuperar algo de control sobre sus vidas 
“poniendo en su lugar” a la pareja. La 
violencia puede volverse extrema, e ir desde 
la privación de la libertad y las amenazas, 
hasta los intentos de feminicidio. 

Una estrategia de control de la pareja que se 
mencionó en varios grupos de discusión 
como algo que aumentó durante la pandemia 
fue la sustracción de menores o la amenaza 
de demandar a las mujeres por “omisión de 
cuidados” y de quitarles a sus hijos o hijas. 

Otro de los hallazgos de la investigación, 
según los testimonios de las informantes, es 
que en muchos casos el confinamiento 
también sacó a la luz la existencia de familias 
paralelas, lo que se tradujo en otra forma de 
violencia económica, pues esta situación 
obligó a algunos hombres a optar por una 
familia con la cual pasar la cuarentena y a la 

cual proveer, en detrimento de la otra. 

En cuanto a la violencia feminicida, varias de 
las y los participantes del estudio señalaron 
que el número de desapariciones, presuntos 
feminicidios y tentativas de feminicidio 
también había registrado un incremento 
durante la pandemia. 

Otro tipo de violencia que se incrementó 
durante el confinamiento es la violencia 
digital, que afecta principalmente a niñas, 
niños y adolescentes, y que puede ir desde 
el bullying, el acoso y el hostigamiento 
sexual, hasta la circulación de pornografía 
infantil e intentos de enganche para trata. 
También se registró acoso cibernético 
mediante amenazas de muerte en redes 
sociales contra activistas que defienden 
mujeres. 

Cabe destacar que los distintos tipos de 
violencia no se presentan de manera 
aislada, sino que se articulan y potencian 
entre sí, como ilustra el siguiente testimonio:

“Pues la violencia económica o la pérdida 
del empleo sí ha sido una razón más para 
recibir violencia, si ellas podían valerse 
por sí mismas para poder comprar sus 
propias cosas, para salir, pues ahora ha 
sido un impedimento, ahora se quedan en 
casa, están como a la expectativa de si 
reciben dinero por parte de sus familias, o 
por parte de sus parejas y eso sí las pone 
en una posición de desigualdad que, de 
por sí vimos, ahora se vuelve mucho más 
grande, entonces, desde nuestra expe-
riencia, sí ha sido un factor de riesgo, lo 
económico ha impactado muchísimo en la 
salud sexual y reproductiva de las muje-
res”. (Inés, OSC, Puebla)
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Otra modalidad de violencia que potenció 
sus efectos durante la pandemia, de acuerdo 
con las participantes del estudio, es la 
violencia institucional, especialmente 
frecuente en los servicios de procuración 
de justicia. Numerosos testimonios dieron 
cuenta de la revictimización de la que fueron 
objeto muchas de las mujeres que acudieron 
a solicitar apoyo a estas instancias. Sin 
embargo, también se mencionaron 
situaciones de revictimización en los servicios 
de salud, donde se registraron, por ejemplo, 
casos de violencia obstétrica. 

“Lo más fuerte que descubrimos es que de 
esas 30 [mujeres que solicitaron 
medicamento para el aborto], 10 eran 
atendidas por violencia sexual… cinco de 
ellas fueron referidas a nosotras por el 
Materno Infantil y ahí atraviesa pre-
cisamente la violencia institucional, 
porque a pesar de que fueron violadas 
dentro de sus hogares, por sus exnovios, 
por sus parejas, no se les brindó la NOM 
046. ¿Por qué? Porque tenían nueve 
semanas y ‘tenían que venir con la orden 
de un juez’, cuando la NOM 046 dice que 
no es necesario meter denuncia… (Luisa, 
OSC, Nuevo León)

En cuanto al perfil de víctimas y agresores 
de violencia familiar y de pareja, los 
testimonios coincidieron en señalar que el 
perfil de las víctimas de violencia física 
severa correspondía con el de mujeres que 
dependen económicamente de sus parejas, 
son amas de casa o se dedican a trabajos 
informales o de tiempo parcial para atender 
a sus hijos e hijas. Para algunas entrevistadas, 
la vulnerabilidad económica de estas mujeres 
se incrementó durante la pandemia, y ello 
les generó inestabilidad emocional y el 
sentido de pérdida de poder que produce la 
merma en sus recursos para negociar con la 
pareja, denunciarla o incluso abandonarla. 

En cuanto a las personas agresoras, si bien se 
sigue señalando como los principales a las 
parejas o exparejas de las víctimas, la 
violencia familiar no solo la ejercen aquellas; 
se registraron casos de violencia de hijos e 
hijas contra adultas y adultos mayores, de 
otros familiares contra niñas, niños y 
adolescentes, de padres y hermanos, entre 
otros. 

Un fenómeno calificado por las participantes 
como novedoso y grave, recurrentemente 
mencionado, es la disminución de la edad 
de las víctimas de violencia sexual, que 
también parece haberse incrementado 
durante el confinamiento. En estos casos las 
personas participantes coinciden en señalar 
como agresores a los padres y otros familiares 
de las víctimas. Además de las niñas y las 
adolescentes, otros grupos de mujeres seña-
lados como vulnerables fueron las adultas 
mayores, las mujeres con discapacidades, las 
mujeres refugiadas y migrantes, las mujeres 
indígenas, en situación de pobreza, y per-
sonas LGTBI.

Al explorar los factores de riesgo que 
pudieron haberse sumado durante la 
pandemia a los tradicionalmente vinculados 
con la violencia de género, se encontraron 
algunos que se generan en el microespacio 
doméstico, a partir de la dinámica producida 
por el confinamiento y la convivencia 
continua en pequeños espacios; otros que 
son potenciados por la coyuntura económica 
y la pérdida de ingresos, consecuencia del 
cierre de actividades productivas, y otros 
más que son consecuencia del cese parcial o 
total de los servicios que ofrecen apoyo a las 
mujeres víctimas de violencia. Así, los 
principales factores que han sido detectados 
son: el hacinamiento, el aislamiento, la 
presencia de armas en los hogares, el 
consumo de drogas y estupefacientes y la 
pérdida de ingresos y autonomía de las 
mujeres. 
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EJE 2: FORMAS DE RESISTENCIA 
Y DEMANDA DE AYUDA

Las condiciones específicas de la pandemia 
han transformado las posibilidades y los 
obstáculos que las mujeres y las niñas tienen 
para denunciar la violencia o las amenazas 
de todo tipo que reciben por parte de 
parejas, familiares o personas en su entorno.

El estrés por razones económicas, 
consecuencia del confinamiento, ha deriva-
do en mudanzas y reacomodos en las 
viviendas como una estrategia familiar para 
hacer frente a la pérdida o disminución del 
ingreso familiar. El hacinamiento producido 
por estos reacomodos no solo ha incremen-
tado las tensiones al interior de las familias; 

ha implicado un aumento de las tareas do-
mésticas que han recaído principalmente en 
las mujeres, quienes, además, se han visto 
obligadas a tener la presencia continua de 
sus agresores y convivir de manera cotidiana 
con nuevos agresores, parte de la familia 
extendida. Estas condiciones han desatado 
un inusual y rápido incremento de eventos 
de violencia sexual contra mujeres y, sobre 
todo, contra niñas.

El encierro con el agresor ha obstaculizado 
gravemente la búsqueda de apoyo, y en 
algunos casos precipitó otros modos de 
solicitar ayuda: por ejemplo, a través de 

Fotografía: Dzilam Méndez
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redes informales y especialmente de 
familiares, que actuaron mediando en la 
situación y solicitando ayuda institucional en 
nombre de la víctima. 

Tanto la inestabilidad económica como las 
dinámicas del aislamiento han reforzado 
otras dificultades presentes antes de la 
pandemia: 

Se reiteró la dificultad que tienen algunas mujeres para acudir a las instancias necesarias para pedir 
ayuda en casos de violencia, ya que no tienen dónde dejar o alguien que cuide a sus hijos e hijas. 

La falta de recursos económicos agravada por el confinamiento provocó que algunas mujeres 
decidieran no atender la situación de violencia que viven, ya que presentar una denuncia implicaría 
utilizar los pocos recursos que tienen para alimentar a sus hijos e hijas.

El mensaje de “quédate en casa” causó confusión, especialmente al inicio de la pandemia, entre la 
población necesitada de ayuda. El desconocimiento generalizado y la falta de difusión en torno a las 
medidas y modalidades de atención para las víctimas de violencia ante un estado de emergencia 
sanitaria  disuadió el acercamiento de las usuarias a las instancias públicas que brindan atención, y 
también tuvo como consecuencia que algunos funcionarios rechazaran sus solicitudes de ayuda 
amparándose en el confinamiento. 

1
2

3

“Sí, pero en el entendido de muchas 
personas no hay la certeza de si existen o 
si están abiertas las instancias o si es 
solamente la vía electrónica. Y eso es falta 
de comunicación por parte del Estado, 
porque no se declara que son actividades 
esenciales. Porque con un discurso donde 
te dicen que todo está bien en casa, pues 
ya no sabes si lo otro es algo esencial”. 
(Regina, OSC, CDMX)

“[…] muchas nos escribían y decían: “Ok, 
quiero realizarme una interrupción del 
embarazo, pero no tengo a quién contarle, 
no tengo dinero y no tengo a dónde ir 
para que no se den cuenta que estoy 
viviendo este proceso, o no puedo ir a 
solicitar [la ayuda]”. (Inés, OSC, Puebla) 

En el caso de mujeres jóvenes o adolescentes, la imposibilidad de salir de un espacio de convivencia y 
vigilancia continua por parte de sus familiares les dificultó acceder al sistema de salud para resolver 
temas de salud reproductiva, como la interrupción voluntaria del embarazo.

4
Al inicio de la pandemia, fueron principal-
mente las organizaciones de la sociedad civil 
las que atendieron a mujeres y niñas víctimas 
de violencia y quienes las ayudaron a tener 
acceso a la justicia y apoyo. Las estrategias 
de difusión en redes sociales y de atención y 
acompañamiento virtual les permitieron 
entrar en contacto con cientos de mujeres a 
quienes pudieron brindarles información 
sobre sus derechos, los servicios y las rutas 
críticas a seguir dependiendo de sus 
necesidades específicas. 

Gracias a estos recursos, muchas mujeres 
que habían estado viviendo distintos tipos 
de violencia antes de la pandemia tomaron 
conciencia de ello y comenzaron a solicitar 
apoyo legal para tramitar divorcios o para 
recibir apoyo psicológico por violencia sexual 
en la infancia y posterior a ella. Algunas 
participantes opinaron que esta toma de 
conciencia fue favorecida por las movili-
zaciones feministas inmediatamente anteri-
ores a la irrupción de la pandemia. 
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EJE 3: EL TRABAJO DE LAS OSC Y DE LAS 
INSTITUCIONES DURANTE LA PANDEMIA

La emergencia sanitaria por COVID-19 hizo 
necesario destinar grandes cantidades de 
recursos públicos para atenderla, lo cual dejó 
otras necesidades (también esenciales) 
desatendidas. En consecuencia, durante la 
pandemia, las OSC han enfrentado un 
importante incremento en su trabajo 
cotidiano, pues, como ya se mencionó, 
durante estos meses ha habido un aumento 
en las modalidades y en la severidad de la 
violencia que se ejerce contra mujeres, niños 
y niñas. Esta situación ha obligado a las OSC 
a asumir tareas que superan el ámbito de sus 

competencias y objetivos, como, por 
ejemplo, distribuir despensas, brindar 
refugio a mujeres con problemas de salud 
mental o adicciones, entre otros.

Con un compromiso admirable, las OSC se 
vieron imposibilitadas de parar sus activi-
dades por la emergencia sanitaria y, más 
bien, buscaron adecuar sus estrategias para 
seguir brindando atención pese al confina-
miento. Para algunas organizaciones el 
trabajo a distancia fue posible reforzando 
algunas estrategias previamente utilizadas, 
como la apertura de líneas telefónicas de 

Fotografía: Dzilam Méndez
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ayuda. Otras exploraron nuevas herramientas 
digitales que hasta entonces no habían 
utilizado. Entre ellas destacan los webinars y 
el uso de redes sociales, como Facebook, 
WhatsApp, Instagram, Twitter y Tik Tok. 
Algunas organizaciones lograron también 
implementar estrategias virtuales de 
atención y acompañamiento a víctimas. 

Aunque consideraban que esto no sustituye 
el trabajo presencial, han encontrado en 
estas estrategias una forma de continuar su 
labor con seguridad durante la pandemia. No 
obstante, para algunas fue difícil aplicar esta 
modalidad de trabajo, sobre todo por las 
siguientes razones:

La dificultad de generar lazos de confianza necesarios para atender a víctimas de violencia a la 
distancia. 

Los acompañamientos virtuales implicaban un fuerte incremento en el tiempo dedicado a cada 
usuaria, y por ende, en su trabajo. 

La atención y el acompañamiento virtuales limitaba el acceso a mujeres y niñas con pocos recursos 
económicos o situaciones de violencia extrema, ya fuese porque no contaban con teléfono, acceso a 
internet, a telefonía celular inteligente o porque no tenían espacios de confidencialidad para recibir 
atención sin la presencia de su agresor.

Muchas mujeres y niñas que sí tenían acceso a las condiciones materiales y tecnológicas necesarias 
decidieron esperar a poder recibir ayuda de forma presencial, pues no se sentían cómodas a la 
distancia. 

Por estas razones, muchas OSC decidieron, 
pese a los riesgos, retomar sus actividades 
laborales con protocolos de protección 
sanitaria a mediados de mayo y junio de 
2020 (aunque sin retomar actividades 
grupales).

La preocupación con respecto a la “necesidad 
de acompañamiento” se compartió en todos 
los grupos de discusión: las entrevistadas 
coincidieron en que si las mujeres llegan 
solas a las instancias públicas, no reciben la 
atención y las protecciones establecidas por 
las leyes, tanto locales como federales. Estos 
acompañamientos consisten sobre todo en 

utilizar el conocimiento que tienen sobre las 
competencias de cada instancia y acercar a 
las mujeres con “contactos clave” al interior 
de las instituciones, pues se trata de per-
sonas con quienes las OSC han establecido 
vínculos profesionales para pedir ayuda, 
presionar o compartir una queja. Aunque 
estas estrategias no surgieron durante la 
pandemia y el confinamiento, en este 
contexto se convirtieron en esenciales, sobre 
todo frente al cierre o a la disminución de la 
atención presencial por parte de las 
instituciones públicas y el encauzamiento de 
esfuerzos y recursos hacia la atención de 
COVID-19. 

1

2

3

4
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Esta situación muestra que, desafortunada-
mente, la perspectiva de género aún no se 
ha hecho transversal en el trabajo institu-
cional, y que su aplicación depende de es-
fuerzos individuales dentro de las 
instituciones. Esto se evidenció en el hecho 
de que cuando los contactos no estaban 
disponibles, ya sea por enfermedad o debido 
al confinamiento, la atención que otras 
personas al interior de la institución daban a 
las usuarias era completamente diferente.

También es importante mencionar que las 
personas dedicadas a la atención de víctimas 
de violencia contra las mujeres y las niñas 
han experimentado una fuerte sobrecarga 
de trabajo y desgaste emocional. No solo por 
las complicaciones relacionadas con la 
reorganización de la logística de trabajo en el 
actual contexto sanitario, sino porque no 
todas cuentan con las condiciones espaciales, 
técnicas y tecnológicas para trabajar desde 
casa. Esta situación se ve empeorada por la 
necesidad de solventar los gastos que implican 
los nuevos protocolos de salud, solventar 
gastos de las usuarias que no tienen suficientes 
recursos económicos, así como por los 
distintos ataques que cotidianamente reciben 
quienes se dedican a defender los derechos 
de las mujeres.

Así, por ejemplo, las organizaciones 
reportaron ataques vía digital (hackeos), 
amenazas a la integridad física de sus 
integrantes, o ataques directos en los 
inmuebles de las organizaciones. Esto ha 
provocado que las OSC desarrollen estrategias 
de seguridad tanto para la organización como 
para sus integrantes. Este tema, muy preocu-
pante, estuvo presente en todos los grupos 
de discusión. El incremento de la inseguridad 
y de los ataques a las organizaciones de la so-
ciedad civil y defensoras de derechos huma-
nos durante la pandemia habla del contexto 
de inseguridad en el que viven estas mujeres, 
no solo por su condición de género, sino tam-

bién por la decisión de defender a otras 
mujeres. Un cuestionamiento que se hacían 
las participantes era cómo podían garantizar 
la seguridad de mujeres y niñas si ellas mismas 
no podían garantizar su propia seguridad 
como defensoras de derechos humanos.

En cuanto al rol de las instituciones públicas 
que brindan servicios públicos para víctimas y 
sobrevivientes de la violencia de género, en 
los grupos de discusión con organizaciones de 
la sociedad civil salieron a la luz las condiciones 
en las cuales estas brindan servicios a las 
usuarias alrededor del país, muchas veces, 
con un presupuesto insuficiente, con escaso 
personal y con poca capacitación. Un ejemplo 
de lo anterior es el caso de los refugios para 
víctimas y sobrevivientes de las violencias de 
género: las OSC han señalado que se han visto 
superadas en cuanto a cobertura territorial, 
ya que, en general, no hay más de tres refugios 
por cada entidad federativa, lo cual depende 
de la extensión del estado. 

Las instituciones de atención a víctimas de la 
violencia de género ofrecen principalmente 
tres tipos de servicios: 1) trabajo social,  
2) acompañamiento jurídico y 3) acompaña- 
miento psicológico. La provisión de dichos 
servicios se mantuvo durante el confina-
miento social con excepción del trabajo 
social. La demanda de acompañamiento 
psicológico y jurídico aumentó  durante la 
pandemia, y para brindar estos servicios se 
tuvieron que enfrentar algunos desafíos. 
Uno de ellos es la creencia –sostenida antes 
y durante la pandemia–  de que las institu-
ciones encargadas de brindar servicios a 
víctimas de violencia de género no son 
esenciales, es decir, que lo que ofrecen a las 
usuarias no es relevante en esta contingencia 
sanitaria y, por ende, se puede prescindir de 
ellos, se pueden cerrar y dejar a las usuarias 
sin atención jurídica ni psicológica. Otro de 
los desafíos que históricamente han enfren-
tado es la falta de atención a las usuarias 
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desde una perspectiva de género, de dere-
chos humanos e interseccional. 

“Un área fundamental me parecería sería que 
haya una apropiación del enfoque de género, 
derechos humanos y multiculturalidad para 
abordar el tema no sólo de COVID-19 sino 
también la violencia contra las mujeres… 
porque esto tendría que ver con garantizar el 
derecho de todas las mujeres en toda su diver-
sidad, garantizarles el acceso a la información 
que es un preámbulo para acceder a la justi-
cia”. (Karla, OSC, CDMX)

Dada la ausencia de estas perspectivas en un 
país con grandes desigualdades étnicas, 
económicas y de género, muchas mujeres 
prefieren no denunciar la violencia de género 
por miedo a ser revictimizadas o porque los 
propios funcionarios de las instituciones 
desconfían de sus declaraciones y ponen en 
entredicho sus testimonios. 

Otro inconveniente significativo para la 
atención de víctimas de las violencias de 
género es la dificultad que muchas usuarias 
tuvieron de acudir a las instituciones para 
hacer denuncias o recibir apoyo, debido a la 
falta de recursos económicos para trasladarse. 
Las medidas de aislamiento social también 
dificultan que salgan de sus casas.

En cuanto a los servicios brindados durante la 
pandemia, la nueva modalidad ha significado 
cambios importantes tanto para las terapeutas 
como para las usuarias. Para algunas 
terapeutas, la nueva situación tiene ciertas 
ventajas, como una inversión mínima de 
dinero para el traslado; sin embargo,  para 
otras implicó un distanciamiento en la 
relación terapeuta - paciente, lo cual, sin lu-
gar a duda, tendrá impacto en la terapia 
psicológica de las víctimas y sobrevivientes 
de las violencias de género. 

La atención jurídica que brindan las 
instituciones también se ha visto afectada 
con el cierre de los tribunales porque las 
posibilidades de dar el seguimiento adecuado 
a los casos se han reducido. Un problema 
importante durante este periodo ha sido la 
atención a víctimas de violencia de género en 
los centros de salud u hospitales públicos, la 
cual se ha visto relegada, pues la mayoría de 
estas instituciones se concentran en atender 
a pacientes con COVID-19. Y como lo 
manifiestan las integrantes de OSC, los casos 
de violencia de género “no son urgentes” 
frente a los casos de COVID-19. 

Ante las dificultades que enfrentan las 
usuarias para tener acceso a los servicios 
durante la contingencia sanitaria, las institu-
ciones públicas han desarrollado varios tipos 
de estrategias, algunas con planificación y 
otras sin ella. Entre las primeras estrategias 
desplegadas por las instituciones se encuen-
tra la creación de planes de contingencia o 
de “operatividad” en tiempos de pandemia. 
Así, la modalidad de atención a las mujeres 
víctimas de violencia de género tuvo que 
modificarse, para pasar de una atención 
personalizada y presencial a una virtual o 
telefónica. Otra táctica de las instituciones, 
en el caso de Puebla, por ejemplo, fue la de 
dar seguimiento personalizado vía telefónica 
(o WhatsApp) a usuarias sobrevivientes de 
violencia que habían solicitado servicios 
antes de la pandemia. Aunque esta 
modalidad virtual de atención no siempre 
fue la más conveniente por las condiciones 
de vulnerabilidad o riesgo que presentaba 
para las víctimas.

Por otra parte, algunas dependencias trataron 
de combinar la modalidad telefónica con las 
visitas a las usuarias. En algunos casos, las 
funcionarias tuvieron que priorizar la atención 
a víctimas de acuerdo con el grado de 
gravedad de sus casos, especialmente a 
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mujeres con mayores riesgos de sufrir 
violencia física o feminicida. 

“Entonces dimos prioridad a las usuarias 
de alto riesgo, entonces estar llamando 
para ver cómo estaban, si necesitaban 
alguna ayuda y estarles dando las 
asesorías que ellas requerían, pero le 
digo, otro factor importante es que los 
juzgados estaban cerrados”. (Elena, 
Centro de Justicia para las Mujeres, 
Coahuila)

Otra estrategia relevante que señalaron las 
funcionarias fue la creación de campañas de 
difusión en redes sociales para brindar 
información a la ciudadanía sobre los 
servicios que ofrecen y los canales disponibles 
para hacer denuncias, como líneas telefónicas 
y redes sociales, así como sobre las medidas 
que se deben tomar en caso de encontrarse 
ante una situación de violencia de género. 
Las campañas gubernamentales tenían el 
objetivo de hacer sentir a las mujeres “que 
no están solas” durante la pandemia. 

“[Se crearon campañas] para que ellas 
tuvieran herramientas, tuvieran opciones 
de qué hacer en una situación de violencia, 
de que, o sea, tener un juego de llaves, 
documentos, pedir el apoyo, la ayuda al 
911, etc.”. (Elena, Centro de Justicia para 
las Mujeres, Coahuila)

En algunos de los institutos de las mujeres 
se crearon mecanismos para contar con 
“guardias” de atención presencial para que 
las mujeres recibieran atención, especial-
mente los casos más graves de violencia de 
género. Otra estrategia que mencionaron las 
funcionarias fue dar atención telefónica 
durante las 24 horas del día durante los siete 
días de la semana. En  los casos más graves 
de mujeres que enfrentaban crisis emocio-
nales, se ofreció  atención psicológica inme-
diata. A raíz de la pandemia, en la Ciudad de 
México se dieron apoyos económicos a 
mujeres víctimas de violencia grave de 
género o con riesgo de feminicidio, con el 
fin de que pudieran iniciar sus procesos para 
acceder a la justicia. De esta manera, ellas 
podían dar continuidad a sus denuncias, 
porque el dinero les resultaba útil para 
afrontar los gastos de traslado a las 
instituciones y otros relacionados con el 
proceso judicial. De esta manera, la Secre-
taría de las Mujeres de la Ciudad de México 
pudo dar seguimiento y obtener datos sema-
nales de los casos de violencia grave y de 
riesgo feminicida, lo cual les permitió saber 
si las cifras habían aumentado o disminuido 
desde el inicio de la contingencia provocada 
por la pandemia de COVID-19.
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CONCLUSIONES GENERALES

MOMENTOS DISTINTOS DE LA PANDEMIA 

Las participantes de los grupos identificaron 
dos momentos distintos durante la pandemia: 
al inicio, se tomaron medidas de aislamiento 
y distanciamiento social, sin aplicar una 
perspectiva de género, además de que se 
generó la sensación de que había un cierre 
total de las instancias gubernamentales. Es 
probable que la instrucción de no salir de 
casa y la falta de información precisa en 
torno al  cierre de algunas instancias 
gubernamentales influyeran en que no se 
incrementara la búsqueda de atención 
presencial, y en que las mujeres acudieran a 
las organizaciones civiles especialmente por 
medios electrónicos o telefónicos, o que, en 
casos de emergencia, acudieran en persona. 
Posteriormente, al ver que la pandemia se 
prolongaría, muchas mujeres se atrevieron a 
solicitar ayuda y los gobiernos estatales 

empezaron a diseñar e implementar distintas 
acciones para apoyar a las mujeres y niñas 
que vivieran violencia. Esto fue favorecido 
por las medidas de la denominada “nueva 
normalidad”, que permitieron que muchas 
ramas de actividad reabrieran, y la ausencia 
del agresor facilitó a las mujeres el buscar 
ayuda. En algunas entidades federativas se 
registró un aumento de la demanda presen-
cial de apoyo al decretarse el “semáforo 
naranja” (situación de riesgo medio-alto de 
contagios, en la que se abrieron algunas acti-
vidades).  

VIOLENCIAS ARTICULADAS Y POTEN-
CIADAS ENTRE SÍ. VULNERABILIDADES 
(Y CAPACIDADES) DIFERENCIADAS
Cabe destacar que los distintos tipos de 
violencia no se presentan de manera aislada, 

Fotografía: Dzilam Méndez
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sino que se articulan y potencian entre sí, en 
combinaciones que dependen de las distintas 
posiciones sociales de las mujeres. De 
acuerdo con la experiencia de las entrevis-
tadas, la pandemia pudo haber tenido efec-
tos diferenciados en la capacidad de agencia 
de las mujeres, dependiendo de sus recursos 
iniciales o de la pérdida de estos. Esto nos 
habla de la necesidad de aplicar un enfoque 
que tenga en cuenta la intersección de ejes 
de desigualdad en la experiencia de distintas 
mujeres, tanto para comprender sus distintas 
vulnerabilidades, como para idear estrategias 
diferenciadas y articuladas en la prevención, 
atención y sanción de los tipos de violencia 
que viven. Existe entonces una intersección 
entre las brechas de género, de clase, de 
generación, de lugar de residencia, de etni-
cidad, de preferencia sexual, entre otras, 
que produce vulnerabilidades diferenciadas. 
Por ejemplo, la vulnerabilidad económica 
que supone la pérdida del ingreso o el temor 
a perder el empleo y depender del agresor 
impide a algunas mujeres que viven violencia 
severa tomar acciones, como solicitar refu-
gio. 

Una combinación de brecha generacional, de 
clase y de lugar de residencia, se traduce por 
ejemplo en una brecha digital, elemento 
clave para muchas mujeres durante la 
pandemia, como se documentó en la versión 
completa del reporte. En este periodo, el 
acceso a internet o a teléfonos inteligentes 
implicó para muchas mujeres la posibilidad 
de recibir apoyo o de no recibirlo. Todo ello 
nos habla de la necesidad de diseñar 
respuestas articuladas pero diferenciadas, 
según las distintas poblaciones de mujeres y 
niñas. 

Para muchas de las participantes en este 
estudio, el principal “efecto COVID”, fue la 
visibilización y el agravamiento de las brechas 
de todo tipo. Entre ellas, incluyen la que 
existe entre organizaciones de la sociedad 

civil que son autogestivas o tienen recursos 
externos, y las que dependen de recursos 
estatales o federales para poder atender a 
las mujeres en situación de violencia. Si bien 
muchos de estos recursos fueron recortados 
antes de la pandemia, perciben que esta 
sirvió como una excusa o “justificación” de 
esos recortes. 

DIFERENCIAS ENTRE ENTIDADES 

A pesar de las grandes coincidencias observa-
das en los distintos grupos de discusión, se 
detectaron diferencias importantes entre las 
experiencias de las entrevistadas, depen-
diendo de la entidad federativa en la que 
desarrollaran su trabajo. La más importante 
fue la percepción de un grado desigual de 
voluntad política en los distintos niveles de 
gobierno, para establecer diálogo y 
colaboración con las OSC. Algunas entrevis-
tadas destacaron la colaboración exitosa 
entre instancias gubernamentales y orga-
nizaciones de la sociedad civil; otras afir-
maron sentir una suerte de hostilidad hacia 
las activistas (especialmente en estados 
donde hubo movilización y protesta social), y 
otras percibieron cierta indiferencia. 

Es importante destacar, sin embargo, que las 
experiencias compartidas por las partici-
pantes no son comparables entre sí de ma-
nera estricta, ya que las organizaciones e 
instituciones a las que pertenecen son di-
versas, tanto en sus funciones y objetivos, 
como en sus recursos materiales, humanos 
y simbólicos. A pesar de lo anterior, las 
coincidencias centrales encontradas nos 
permiten tener un acercamiento confiable 
al fenómeno estudiado: la situación de las 
violencias contra mujeres y niñas y las 
estrategias para resolverlas durante la 
pandemia provocada por COVID-19 en 
algunos estados del país.   
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RECOMENDACIONES

A partir de los principales hallazgos, es 
posible identificar puntos en los que es 
necesario redoblar esfuerzos para ofrecer 
una respuesta social y política más acorde a 
la situación de violencia que viven mujeres 
y niñas, tanto en la pandemia que se sigue 
prolongando, como de cara a un escenario 
de post-pandemia. 

Es urgente transversalizar la perspectiva de 
género en todos los poderes y niveles de 
gobierno para evitar que su aplicación 
dependa de esfuerzos individuales dentro de 
las instituciones, o de la presión de 
organizaciones de la sociedad civil y de 
mujeres activistas. Las y los agentes 
institucionales en todos los niveles deben 
recibir sensibilización para realizar su labor 
con enfoque de género, derechos humanos e 
interculturalidad, así como capacitación para 
atender y canalizar a las mujeres a los 
servicios adecuados, con eficacia y respeto.

Esta contingencia sacó a la luz la importancia 
de contar con protocolos de atención a 
víctimas y sobrevivientes de violencia de 
género en contextos de desastres naturales, 
contingencias sanitarias o cualquier otro 
evento inesperado, para lo cual es funda-
mental retomar las experiencias, los proble-
mas enfrentados y las estrategias que 
desplegaron en este contexto tanto las OSC 
como las instituciones públicas. A partir 
de estas experiencias, es urgente priorizar 
acciones de prevención y atención de la 
violencia de género en todas las estrategias 
nacionales y locales de respuesta a la pande-
mia de COVID 19 y a otras eventuales 
contingencias. 

En estas emergencias, los servicios de 
atención y sanción de la violencia contra 
mujeres y niñas deben considerarse 
esenciales. Se debe garantizar el acceso a 
estos servicios mediante el reforzamiento y la 
ampliación de la cobertura de líneas telefó-
nicas y sistemas digitales y/o presenciales de 
pedido de ayuda, así como fortalecer los refu-

Fotografía: Dzilam Méndez
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gios para que las mujeres, sus hijas e hijos que 
viven situaciones de violencia extrema tengan 
protección.  

En este sentido, es importante mantener la 
modalidad mixta (presencial y virtual) de 
atención a víctimas y sobrevivientes de 
violencia de género. Esto pues la pandemia 
por Covid-19 ha evidenciado las dificultades 
a las que se enfrentan muchas mujeres y 
niñas para acceder a los servicios brindados 
por las instituciones públicas, ya sea por falta 
de recursos para costear el traslado, o por 
otras diversas razones resultado de la 
desigualdad social. 

Es urgente robustecer las campañas de 
difusión de información sobre el trabajo y 
las responsabilidades de las instituciones 
públicas de todos los niveles encargadas de 
dar atención a víctimas y sobrevivientes de 
violencia de género durante y después de la 
pandemia. Como señalaron las participantes 
del estudio, garantizar el acceso a la 
información es un preámbulo para el acceso 
a la justicia.

No solamente es necesario ampliar y hacer 
más eficientes los servicios de atención y 
sanción en casos de violencia contra mujeres 
y niñas. Es imperativo tomar acciones de 
prevención que transformen una cultura 
que fomenta el sexismo y la impunidad, 
visibilizando todo el entramado de tipos de 
violencia que viven las mujeres, los cuales se 
potencian entre sí, incluyendo la violencia 
institucional, digital, y simbólica, además de 
las manifestaciones más conocidas. Los 
sistemas educativos, formales e informales, 
y los medios de comunicación, deben con-
tribuir a afianzar el cambio cultural y de 
mentalidades a través de campañas de 
concientización de la problemática, en todos 
los ámbitos de la vida social (sector privado 
de la economía, sector público y campañas 
mediáticas a nivel local y nacional).

Las estrategias deben tener no solo 
perspectiva de género, sino también un 
enfoque interseccional, lo que implica 

considerar diferencias por edad, sector 
social, lugar de residencia, orientación 
sexual, entre otras. La pandemia hizo visibles 
vulnerabilidades diferenciadas de acuerdo 
con distintas situaciones de acceso a 
recursos, incluyendo internet, dinero para 
transporte, para la subsistencia, etc. La 
carencia de estos recursos quita a las mujeres 
poder de negociación y les dificulta solicitar 
ayuda. 

Lo anterior supone la necesidad de tomar 
acciones para reducir la brecha digital y 
favorecer el acceso de todas las mujeres a 
recursos tecnológicos, incluso a las que viven 
en regiones aisladas. La pandemia mostró 
que este acceso hizo una importante 
diferencia, pues muchas mujeres obtuvieron 
redes de apoyo, servicios de acompañamiento 
psicológico y legal o incluso información 
clave sobre dónde acudir en situaciones de 
violencia.  

La pandemia también dejó en evidencia que 
la pérdida de recursos propios y la depen-
dencia económica que esto implica expone a 
las mujeres a la inseguridad, la pobreza y la 
vulnerabilidad a sufrir distintas formas de 
violencia. Las mujeres, especialmente las de 
escasos recursos, requieren de apoyos eco-
nómicos que les permitan tanto subsistir –si 
es que perdieron sus ingresos–, como iniciar 
y sostener en el tiempo trámites de denuncias 
o procesos de atención ante situaciones de 
violencia. 

Debe promoverse e implementarse un 
sistema nacional de cuidados que involucre 
las políticas económicas, laborales y sociales, 
así como al sector social y privado, para que 
las mujeres -hasta ahora las principales 
encargadas de las tareas de cuidado- puedan 
acceder a empleos dignos y a recursos que 
les permitan negociar o eventualmente 
separarse de parejas violentas. Paralela-
mente, y por las mismas razones, se debe 
abogar por algún sistema de renta básica 
universal para todas las mujeres mayores de 
18 años que no tengan trabajo remunerado,
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 y por una prestación económica universal 
por hija/o menor de edad.

Sin negar la imperiosa necesidad de 
considerar como esencial y fortalecer la 
atención judicial de la violencia contra 
mujeres y niñas, la pandemia dejó aún más 
en evidencia el ya muy limitado alcance del 
sistema de justicia para combatir esta 
problemática. Promover como solución ex-
clusiva o mayoritaria la vía de la denuncia 
penal ha resultado infructuoso, por los altos 
niveles de impunidad y de revictimización 
que esos procesos implican. La raíz de la 
violencia contra mujeres y niñas es la 
desigualdad de género, derivada de una 
cultura misógina y de la persistencia de 
relaciones patriarcales. En tanto este sistema 
no logre transformarse, las víctimas no 
pueden emprender únicamente acciones de 
manera individual (como es la defensa de sus 
derechos a través de la denuncia judicial), 
pues ya se encuentran en una situación de 
vulnerabilidad y se exponen a mayores ries-
gos.

Los testimonios ofrecidos tanto por las 
organizaciones de la sociedad civil como por las y 
los agentes institucionales consultados, hacen 
más evidente la necesidad de promover accio-
nes comunitarias a nivel local a través de pro-
motoras de salud, de derechos humanos y de 

acompañamiento a mujeres y niñas, que cuen-
ten con los recursos necesarios para hacerlo. Se 
trata de encontrar soluciones a través del trabajo 
grupal, colectivo y comunitario de mujeres a nivel 
local, que puedan ser multiplicadoras de buenas 
prácticas. 

La pandemia evidenció la importancia del 
trabajo de las OSC, así como de las activistas 
y defensoras de derechos humanos, espe-
cialmente si se coordinan satisfactoriamente 
con las instancias gubernamentales para crear 
sinergias, pero sin sustituirlas en sus 
obligaciones. Es crucial no quitarles apoyos y 
recursos, sino incrementarlos, así como 
valorar su labor y fortalecer las redes de 
colaboración entre ellas y los distintos ni-
veles de gobierno, especialmente en el nivel 
municipal, que es donde las acciones son más 
necesarias y tienen más dificultades para 
llegar.  

Finalmente, es importante la capacitación 
en métodos de autocuidado para quienes 
trabajan con mujeres y niñas que viven 
distintos tipos de violencia de género, ya que 
este trabajo ha dejado en muchas de las 
participantes secuelas personales a nivel 
físico y emocional, especialmente en quienes 
reportaron haber sido objeto de ataques y 
amenazas por su labor en defensa de los 
derechos humanos. 
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